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El caso Codelco-SOM 
perdida del litio 

n el debate sobre el futuro del litio en 

Chile, el acuerdo entre Codelco y SQM se ha 

presentado como una jugada estratégica del 

Estado para recuperar el control sobre un 

recurso crítico. Sin embargo, más allá del conte- 

nido específico del pacto, lo que está en cuestión 

es la lógica política, técnica y económica que lo 

sustenta. Una lógica que hoy parece desalineada 

con la realidad del mercado y con los principios 

de una buena política pública. 

Una de las críticas más transversales al 

acuerdo ha sido su falta de transparencia. Fue 

concebido como un “arreglo” entre Codelco 

y Corfo, sin procesos abiertos, sin participa- 

ción efectiva de comunidades indígenas ni del 

Congreso, y con escasa validación social. La 

ausencia de mecanismos institucionales sólidos 

para su formulación genera dudas no solo sobre 

el contenido del pacto, sino sobre su legitimidad 

política y técnica. 

Además, el acuerdo fue diseñado bajo la lógica 

de una Estrategia Nacional del Litio que respon= 

día a un escenario internacional completamente 

distinto al actual, bajo un mercado en boom que 

desafortunadamente hoy ya encontró las fuentes 

de litio necesarias para abastecer su demanda. 

En el corto plazo, el Estado chileno no gana ni 

pierde mucho con este acuerdo: es básicamente 

una transferencia de fondos de un bolsillo pú- 

blico a otro. Pero lo que sí se pierde es confianza 

  

Propietarios sorprendidos por 
contribuciones retroactivas 

Señor Director: 

Me dirijo a usted para manifestar mi inquietud 

respecto a la aplicación retroactiva de los cobros 

de contribuciones, lo cual afecta gravemente a 

los propietarios de buena fe. Según el Servicio de 

Impuestos Internos (SII), los “cobros suplementa- 

rios” se generan por modificaciones en los avalúos 

que pueden resultar en aumentos retroactivos de 

las contribuciones. Esta práctica, aunque legal, 

plantea serias dudas sobre la justicia y equidad del 

sistema tributario. 

La Ley permite el cobro retroactivo, pero este debe 

hacerse sin afectar los derechos de los contribu- 

yentes. Sin embargo, muchos propietarios se ven 

sorprendidos por aumentos en sus contribuciones 

que no pueden defender adecuadamente, ya que las 

modificaciones se comunican de manera escueta y 

sin la debida fundamentación. Esto no solo vulnera 

su derecho a la defensa, sino que también atenta 

contra garantías constitucionales fundamentales. 

Es inaceptable que el SII, al aplicar cobros re- 

troactivos, castigue a quienes actúan de buena 

fe, generando una percepción de que el Estado 

busca financiarse a expensas de los ciudadanos. 

Es crucial que se establezcan mecanismos claros 

de comunicación y defensa para los contribuyen- 

tes, garantizando así la certeza jurídica que todos 

merecemos. 
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“Chile no necesita forzar a 
Codelco a liderar un sector 
que no conoce o en el que no 
tiene las competencias para 
liderar. Lo que el país requiere 
es fortalecer lo que existe: 
mejorar el contrato entre 
Corfo y SQM”. 
institucional y la oportunidad de construir una 

política sólida para el litio, con reglas claras y 

visión de largo plazo. 

Las últimas revelaciones de la comisión 

investigadora de la Cámara de Diputados solo 

refuerzan esta crítica: ahora sabemos que las 

negociaciones entre Codelco y SOM comenzaron 

con antelación a lo que se informó públicamente, 

Adultos mayores 
atrapados por avalúos 

Señor Director: 

Hace 60 años, un matrimonio compró por 

18.000 escudos una casa en calle Londres, San- 

tiago Centro. Actualmente, la viuda de 99 años 

enfrenta el riesgo de perder el hogar debido a 

la desproporción del impuesto territorial de $ 

2,5 millones anuales, comparado a sus ingresos 

de $ 400 mil mensuales. A pesar de pertenecer 

al 40% más vulnerable de la población, según 

el Registro Social de Hogares, el Servicio de 

Impuestos Internos (SII) le negó la exención 

tributaria destinada a adultos mayores en 

situación de vulnerabilidad, lo que la llevó a 

recurrir exitosamente de protección a la Corte 

de Apelaciones (20732-2024). 

El SIT argumenta que la propietaria no cumple 

los requisitos copulativos de la Ley N* 20.732, 

ya que el avalúo fiscal de $ 310 millones, el 

triple que hace 10 años y que el propio servicio 

determina unilateralmente, supera el límite 

establecido. 

En base a la historia de la Ley, la Corte Suprema 

ha señalado en un caso similar que los requi- 

sitos de ingresos y avalúo pueden cumplirse 

alternativamente (2765-2019). La interpre- 

tación literal del SII, desvirtuaría la intención 

legislativa. 

Veremos cómo se pronuncia el Tribunal Consti- 

tucional al respecto. 
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: Compras en redes sociales: 
: la mitad escapa a la ley 

: Señor Director: 
: Según el Índice de Informalidad en el 

: Comercio Electrónico de la CNC, se estima 

¿ que un 9,4% de las transacciones online 

: enel retail fueron informales en el primer 

: trimestre de 2025, lo que equivale a US$ 231 
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incluyendo la firma de un contrato con Morgan 

Stanley antes del lanzamiento oficial de la Estra- 

tegia Nacional del Litio. 

¿Qué valor aporta. 
realmente Codelco? 

Una pregunta que ha sido evitada en muchos 

espacios del debate es qué aporta realmente 

Codelco a esta sociedad en el Salar de Atacama. 

La respuesta, aunque incómoda, es clara: nin- 

guno. Codelco no tiene experiencia relevante en 

exploración ni explotación de litio. Sus propios 

proyectos estructurales de cobre están atrasa- 

dos, enfrenta una compleja situación financiera 

y operativa, y en su historia no ha demostrado 

capacidad para liderar ni impulsar nuevas líneas 

de negocio. 

Agregar a Codelco el control sobre el Salar 

de Atacama burocratizará esta operación, lo 

que inevitablemente reducirá la eficiencia del 

mejor recurso mundial de litio, y aumentará los 

riesgos asociados a los ingresos fiscales desde 

esta fuente. 

nal, el futuro del pacto es incierto. 

Además, los tres pilares de la Estrategia Na- 

cional del Litio están en crisis: 

1. El acuerdo Codelco-SQM enfrenta oposición 

y falta de viabilidad política. 

2. Los proyectos de inversión china para fabri- 

car baterías en Chile ya fracasaron. 

3. Los anuncios de nuevos desarrollos en otros 

salares no se han concretado. Solo existe un 

socio (Rio Tinto) que tampoco posee experiencia 

práctica en la explotación de salares. 

Estamos ante una política pública que fue mal 

diseñada, peor implementada y hoy muestra 

signos claros de agotamiento. 

Chile no necesita forzar a Codelco a liderar un 

sector que no conoce o no tiene las competencias 

de liderar. Lo que el país requiere es fortalecer lo 

que ya existe: mejorar el contrato existente entre 

Corfo y SQM, que tanto beneficio ha entrega- 

do al país y a las comunidades locales, abrir 

licitaciones transparentes y competitivas para 

el desarrollo de otros salares, y garantizar que el 

litio se explote con criterios técnicos, sociales y 

ambientales de alto nivel. 

El acuerdo Codelco-SQM no solo es innecesa= 

rio: es prescindible. Tenemos la oportunidad de 

corregir el rumbo y rediseñar una estrategia de 

litio que tenga sentido para Chile, que combine 

sostenibilidad, eficiencia económica y legiti- 

midad política. Un modelo que respete a las 

comunidades, atraiga inversión y fortalezca el 

rol del Estado y la contribución de la industria a 

todos los chilenos. 

Más allá del contenido técnico, el acuerdo se 

enfrenta a un fuerte rechazo político y social. En 

la comisión investigadora de la Cámara de Dipu- 

tados, 10 de los 11 diputados votaron en contra 

del acuerdo. Esa señal política es contundente: 

sin respaldo parlamentario, sin apoyo de las co- 

munidades locales, y sin legitimidad institucio- 

  

' Concesiones: ¿cada dos 

años nueva jefatura? 

Señor Director: 

La reciente salida del director general de Conce- 

siones de Obras Públicas del MOP no debe ser leído 

como un hecho aislado. Al contrario, es un nuevo 

episodio de una serie de cambios que, en la última 

década, han convertido a esta estratégica repartición 

en un espacio de alta rotación y, por ende, de inestabilidad 

institucional. La mayoría de los directores o coordinadores 

han durado entre uno y tres años, lo que es preocupante 

considerando la magnitud de los proyectos que lideran. 

Paradójicamente, mientras el modelo de concesiones se 

estructura en ciclos de mediano y largo plazo, a través de 

planes quinquenales para evitar la interferencia política, 

la rotación de sus autoridades termina por politizar la 

gestión. Cada nuevo director reinterpreta prioridades, 

designa nuevas jefaturas, ajusta criterios y, en algunos 

casos, congela procesos en marcha. Así, lo que debería 

ser una política de Estado, se convierte -con suerte- en 

una política de Gobierno. En paralelo, el Ministerio de 

Hacienda anuncia un fast track para agilizar proyectos de 

inversión. 

Quien asuma como nuevo director o directora general de 

Concesiones de Obras Públicas del MOP enfrentará varios 

retos: reactivar obras paralizadas, licitar los 15 proyectos 

en cartera por US$ 8.000 millones, mejorar la fiscaliza- 

ción, y fortalecer la confianza ciudadana. 

Para eso se necesita continuidad y estabilidad. Solo así las 

concesiones serán la herramienta efectiva que se necesita 

para el desarrollo de Chile. 

¿ millones, cifra que 2024 ascendió a US$ 

: 1.118 millones. En redes sociales, el 48% de 

¿ las compras estarían fuera de la formalidad, 

* mientras algunas plataformas internacio 

: nales siguen operando sin cumplir del todo 

: con las normativas locales. 

Esta informalidad no solo erosiona la 

: recaudación fiscal: distorsiona el merca- 

: do, genera competencia desleal, debilita 

* al comercio establecido y expone a los 

: consumidores a productos sin garantía 

* ni trazabilidad. La respuesta no puede 

: limitarse a fiscalizar. Se requiere decisión 

: política y una estrategia país que articule al 

: SII, Aduanas, Ministerio de Economía, Ser- 

: nac, municipios, canales digitales y medios 

: de pago. Además, se necesita avanzar en 

: inclusión digital, educación del consumidor 

: y apoyo concreto a quienes sí cumplen con 

: las reglas. 
: Sino actuamos ahora, corremos el riesgo de 

: consolidar un sistema dual sin retorno. 
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